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Corte Constitucional
	 
          

       COMUNICADO No. 13
           Abril 23 de 2014

 


Existencia de cosa juzgada constitucional en relación con la inexequibilidad de los apartes demandados de los artículos 23 y 24 de la Ley 1592 de 2012 que regulaban la competencia y el procedimiento para la reparación integral de las víctimas de las acciones de los grupos armados organizados al margen de la ley. Ineptitud de la demanda respecto de los arts. 40 y 41 de la misma Ley impidió una decisión de fondo respecto de los mismos    

	    I.  EXPEDIENTE D-9849    -   SENTENCIA C-255/14  (Abril 23)
        M.P. Alberto Rojas Ríos 




1.
Norma acusada

 LEY 1592 DE 2012

(Diciembre 3) 

Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 "Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdo humanitarios" y se dictan otras disposiciones
ARTÍCULO 23. Modifíquese el artículo 23 de la Ley 975 de 2005, el cual quedara así: 

Artículo 23. lncidente de identificación de las afectaciones causadas a las víctimas. En la misma audiencia en la que la Sala del Tribunal Superior de Distrito Judicial correspondiente declare la legalidad de la aceptación total o parcial de los cargos formulados, se dará inicio de oficio al incidente para la identificación de las afectaciones causadas a las víctimas con la conducta criminal, dentro de los ocho (8) días siguientes al recibo de la actuación. Este incidente no podrá extenderse par más de veinte (20) días hábiles.

La audiencia del incidente se iniciara con la intervención de la víctima o de su representante legal o abogado de oficio, para que exponga las afectaciones causadas con la conducta criminal. Bastará con la prueba sumaria para fundamentar las afectaciones alegadas y se trasladará la carga de la prueba al postulado, si éste estuviere en desacuerdo. La Sala examinará la versión de la víctima y  la rechazará si quien la promueve no es víctima, decisión que podrá ser objeto de impugnación en los términos de esta ley. Admitida la versión de la víctima, la Sala la pondrá en conocimiento del postulado imputado que ha aceptado los cargos. Si el postulado estuviere de acuerdo, el contenido de la versión de la víctima se incorporará a la decisión que falla el incidente, junto con la identificación de las afectaciones causadas a la víctima, las cuales en ningún caso serán tasadas. En caso contrario, dispondrá la práctica de la prueba ofrecida por el postulado imputado, si la hubiere, oirá el fundamento de las respectivas versiones y en el mismo acto fallará el incidente. La Sala incorporará en el fallo lo dicho por las víctimas en la audiencia con el fin de contribuir al esclarecimiento del patrón de macro-criminalidad en el accionar de los grupos armados organizados al margen de la ley, así como de los contextos, las causas y los motivos del mismo, y remitirá el expediente a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas para la inclusión de la víctimas en los registros correspondientes para acceder de manera preferente a los programas de reparación integral y de restitución de tierras de que trata la Ley 1448 de 2011 a los que haya lugar. 

Parágrafo 1°. La Defensoría del Pueblo, previo a la audiencia del incidente de identificación de las afectaciones causadas, deberá explicar a las víctimas que participan en el proceso de forma clara y sencilla, las distintas rutas de acceso a los programas de reparación Integral a los que se refiere la Ley 1448 de 2011. 

Parágrafo 2°. No podrá negarse la concesión de la pena alternativa en el evento de que la víctima no ejerza su derecho a participar en el incidente de que se trata el presente artículo. 

Parágrafo 3°. A la audiencia de incidente de identificación de las afectaciones causadas a las víctimas se citará a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas a efectos de suministrar la información que sea requerida por la sala del tribunal superior de distrito judicial y de informar a la víctima sobre los procedimientos de reparación integral de la Ley 1448 de 2011. Parágrafo 4°. Si participare en el incidente del que trata el presente artículo una pluralidad de personas que afirmen ostentar la condición de sujeto de reparación colectiva, la Sala ordenará la remisión a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas para que ésta valore de manera preferente si se trata o no de un sujeto de reparación colectiva en los términos de la Ley 1448 de 2011. Si la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, al valorar la información suministrada considera que efectivamente se trata de un sujeto de reparación colectiva, deberá iniciar el trámite de la reparación colectiva administrativa. 

Parágrafo 5°. La Sala del Tribunal Superior de Distrito Judicial correspondiente y la Fiscalía General de la Nación tomarán todas las medidas necesarias para asegurar que en el incidente de identificación de las afectaciones causadas a las víctimas participen. 

ARTÍCULO 40. Entrada en vigencia del incidente de identificación de las afectaciones acusadas. Los incidentes de reparaci6n integral del proceso penal especial de justicia y paz que hubiesen sido abiertos con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, continuaran su desarrollo conforme al procedimiento, alcance y objetivos de lo  dispuesto en el incidente de identificaci6n de las afectaciones causadas que contempla el artículo 23 de esta Ley, el cual modifica el artículo 23 de la Ley 975 de 2005. 

ARTÍCULO 41. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación, y deroga todas las disposic1ones que le sean contrarias, en particular los artículos 7, 8, 42, 43, 45, 47, 48, 49, 55 y 69 de la Ley 975 de 2005.
2.
Decisión
Primero.- ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-180 de 2014, que declaró INEXEQUIBLES las expresiones “las cuales en ningún caso serán tasadas” del artículo 23, inciso cuarto de la Ley 1592 de 2012 y “y Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o a la Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas para la inclusión de las víctimas en los registros correspondientes para acceder de manera preferente a los programas de reparación integral y de restitución de tierras de que trata la Ley 1448 de 2011 a los que haya lugar” del inciso quinto del artículo 23 y el inciso segundo del artículo 24 de la Ley 1592 de 2012.

Segundo.- INHIBIRSE de emitir un pronunciamiento de fondo en relación con el artículos 40 y las expresiones demandadas del artículo 41 de la Ley 1592 de 2012, por ineptitud sustantiva de la demanda. 

3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte encontró que, respecto de los cuestionamientos que se formulan contra los artículos 23 y 24 de la Ley 1592 de 2012, ha operado el fenómeno de la cosa juzgada material en relación con la Sentencia C-180 de 2014, en la cual se declaró la inexequibilidad parcial de los incisos cuarto y quinto del artículo 23 y el inciso segundo del artículo 24 de la Ley 1592 de 2012. Lo anterior por cuanto si bien los ciudadanos demandantes señalan como demandado todo el texto de los artículos 23 y 24 de la Ley 1592 de 2012, la censura se refiere concretamente a la forma como se decide el incidente de  identificación de afectaciones causadas, que a juicio de los demandantes somete el incidente de reparación integral a los parámetros fijados para la reparación por vía administrativa, asunto que ya fue objeto de pronunciamiento en la sentencia C-180 de 2014. A partir de lo anterior, el Tribunal Constitucional estableció que existe identidad entre la norma declarada inexequible y el contenido normativo de los citados artículos que en esta ocasión censura el ciudadano y que se refiere a la intervención en la definición del incidente de identificación de afectaciones causadas de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, y la fijación del monto de la indemnización dentro del incidente, aspectos que fueron analizados en la mencionada sentencia dando lugar a la declaratoria de inexequibilidad señalada, por lo cual no es procedente un nuevo pronunciamiento de esta Corporación sobre contenidos normativos de los artículos demandados que ya fueron excluidos del ordenamiento jurídico por sentencia C- 180 de 2014.
En efecto, al examinar nuevamente los cargos formulados por los demandantes contra las citadas normas, el Tribunal Constitucional estableció que no se aportaron los elementos de juicio ni las razones por las cuales las víctimas de los procesos de Justicia y Paz y las que se encuentran en el régimen de reparación de la Ley 1448 de 2011 deban tener un régimen diferente para la obtención de la respectiva reparación o desvirtuar la validez de la medida adoptada por el legislador en cuanto al régimen procedimental aplicable. La ausencia del concepto de violación cierto, específico y suficiente impidió a la Corte entrar a realizar un examen de fondo y proferir un fallo de mérito respecto de los cargos de inconstitucionalidad formulados, por desconocimiento del derecho a la reparación integral, acceso a la justicia e igualdad.

4.
Salvamentos parciales de voto

Los magistrados María Victoria Calle Correa, Jorge Iván Palacio Palacio y Alberto Rojas Ríos anunciaron salvamento parcial de voto. Indicaron que comparten la decisión de estarse a lo resuelto en relación con la inexequibilidad de las expresiones demandadas de los incisos cuarto y quinto del artículo 23, y el inciso 2º del artículo 24 de la Ley 1592 de 2012, pues se ajusta a lo decidido en la reciente sentencia C-180 de 2014.
En ese pronunciamiento la Corporación declaró la inconstitucionalidad de la norma que prohibía al juez pronunciarse sobre el alcance de las afectaciones de las víctimas, y así como de las demás expresiones acusadas del inciso quinto del artículo 23 y el inciso segundo del artículo 24 de la Ley 1592 de 2012.

Sin embargo, los magistrados Calle, Palacio y Rojas afirmaron que se apartan de la decisión de inhibición por ausencia de cargo, en relación con los artículos 40 y 41 de la Ley 1592 de 2012. En su concepto, la demanda sí configuró un cargo de constitucionalidad porque esas normas pretenden derogar derechos fundamentales de las víctimas y, concretamente, las derogatorias del artículo 41 se dirigen a eliminar la reparación judicial en los procesos de Justicia y Paz, mientras que el artículo 40 incorpora en su remplazo el incidente de identificación de afectaciones para remplazar integralmente la reparación judicial por una de naturaleza administrativa.

En esa dirección, expresaron que cuando una demanda de inconstitucionalidad demuestra la existencia de un problema jurídico de relevancia constitucional, que impacta a población especialmente protegida por la Constitución y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la carga argumentativa que debe satisfacer el demandante se hace menor. Y en este caso se satisfizo, toda vez que al señalar que la derogatoria de normas definitorias del alcance de los derechos a la verdad y la reparación judicial en la Ley 975 de 2005 viola los derechos de las víctimas, el demandante presentó a la Corte Constitucional un problema de absoluta trascendencia e inaplazable solución en sede de control abstracto de constitucionalidad. 
Además, puntualizaron, no solo existía el cargo mencionado sino que la demanda debió prosperar, primero, porque la derogatoria de derechos fundamentales excede el margen de configuración del Legislador y, segundo, porque la reparación judicial es uno de los ejes centrales de la Ley 975 de 2005 (de Justicia y Paz) y su existencia y eficacia constituyen razones centrales para que ese ordenamiento de justicia transicional haya sido declarado acorde a la Constitución Política en sentencias previas y, particularmente, en la providencia C-370 de 2006.

El magistrado Alberto Rojas Ríos insistió en que la Corte debió abordar el estudio de fondo del artículo 40 y las expresiones “en particular los artículos” y “42, 43, 45” del artículo 41 de la Ley 1592 de 2012, ante la formulación de cargos referidos al desconocimiento del derecho de las víctimas a la reparación integral, lo cuales era necesario examinar en relación con los artículos impugnados, en aplicación del principio pro actione, toda vez que consagran disposiciones de orden procesal con incidencia en la aplicabilidad, contenido y alcance del incidente de identificación de afectaciones causadas. Añadió que un pronunciamiento de la Sala frente a las derogatorias efectuadas en el artículo 41 de la Ley 1592 de 2012 hubiera permitido establecer la necesidad de traer al orden jurídico mediante la figura jurídica de la reviviscencia, los artículos 42, 43 y 45 de la Ley 975 de 2005 que consagraban el deber de los desmovilizados  de reparar a las víctimas, la obligación de la Sala del Tribunal Superior del Distrito Judicial correspondiente de incorporar en la sentencia la orden de reparar y el derecho de las víctimas de acudir al proceso penal para obtener la reparación.
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